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Generalidades: 

El Cartel de la Toga, uno de los peores escándalos de corrupción en la 

historia reciente de Colombia en el que la rama encargada de impartir 

justicia, negociaba fallos para absolver y archivar casos que 

involucraron desde alcaldes de municipios apartados, hasta 

gobernadores de las principales regiones del país.  

Un grupo de magistrados de la Corte Suprema de Justicia en acuerdo 

con particulares, abordaban a aforados  que tuviesen procesos de 1

única instancia. Estos magistrados intervenían de diversas formas en 

los procesos a cambio de cuantiosas sumas de dinero. Dichas 

intervenciones iban desde archivar el proceso, declarar la preclusión , 2

impedir órdenes de captura, hasta dilatar los procesos con el fin de 

conseguir su prescripción .  (Auto de Acusación, 2019) Los 3

magistrados negociaban con congresistas por montos cercanos a los 

$6.000 millones de pesos colombianos, y estos a su vez lograban 

regatear hasta los $2.000 millones de pesos. (Solano, 2017) 

Alejandro Lyons, el enlace con la costa caribe: 

Para el 2016, Luis Gustavo Moreno Rivera, ex director de la Fiscalía 

Nacional Especializada contra la Corrupción, tenía fiscales adscritos a 

su dirección que estaban investigando posibles delitos contra la 

administración pública en el Departamento de Córdoba, tales como el 

“cartel de la hemofilia” y la contratación con recursos provenientes de 

las regalías. (SP621-2018, 2018) 

Lo anterior vincula a Alejandro Lyons, quien fue nombrado 

gobernador de Córdoba en el periodo de 2012 a 2015 y estuvo 

involucrado en el caso que investigaba la fiscalía sobre la contratación 

con recursos de las regalías. Una vez posesionado, expidió un decreto 

 Aforado: Aquella persona que por el cargo que ocupa o la función que desempeña, goza de una 1

situación jurídica dis>nta y por ello deberá ser juzgado por Tribunales o Jueces especiales. 

 Preclusión: Figura jurídica mediante la cual el fiscal puede solicitarle al juez de conocimiento terminar 2

el proceso penal por varias causales referidas en la Ley. 

 Prescripción: Forma en la que se ex>ngue la acción penal, es decir, en que la Fiscalía pierde la facultad 3

de inves>gar y los jueces pierden la facultad de juzgar los delitos por el paso del >empo. Implica una 

sanción para el estado por no inves>gar diligentemente.

 5



para crear el cargo de director departamental de regalías y nombrar al 

señor Alberto Zapa Pérez. Mediante este cargo y con previos 

acuerdos, Lyons, Zapa y Musa Besaile, senador de la república para la 

época, recibirían comisiones del 30% por los procesos de contratación 

de regalías. Según la investigación se habrían logrado recaudar $8.950 

millones de pesos colombianos en comisiones (SP605/2018, 2018) 

Moreno solicitó información de estas investigaciones y participó en 

comités donde se reportaban avances de los expedientes. En febrero 

de 2017, Maximiliano García Bazanta y Jesús Eugenio Henao Sarmiento 

declararon en contra de Lyons en el caso relacionado con las regalías 

de Córdoba, por lo cual Moreno y Leonardo Pinilla (su abogado 

defensor), le pidieron $100 millones de pesos colombianos y otras 

sumas adicionales a Lyons para darle acceso a las declaraciones y 

ayudarle con una estrategia defensiva. (SP621-2018, 2018) 

Leonardo Pinilla, quien era el abogado de Alejandro Lyons, le 

comentaba de ciertos actos de corrupción que se cometieron para 

emitir decisiones favorables en los procesos que adelantaba la Corte 

Suprema de Justicia contra los congresistas Musa Besaile, Luis Alfredo 

Ramos y Hernán Francisco Andrade, situación en la que habrían 

estado involucrados los ex magistrados de esta Corte, José Leónidas 

Bustos, Francisco Ricaurte y Gustavo Malo. Gracias a estas 

conversaciones, que fueron grabadas por las autoridades 

Norteamericanas, se conocieron estos nuevos hechos de corrupción 

que involucraban nuevamente a los ex magistrados ya mencionados, 

además de los que vincularon a Lyons a esta red de corrupción.  (Auto 

de Acusación, 2019) 

Cuando Lyons fue vinculado a casos de corrupción por la fiscalía, le 

fue recomendado el nombre de Tarquino, quien más adelante recibiría 

$60 millones de pesos para limpiar la imagen de Lyons y $20.000 

millones  de pesos colombianos, para colaborarle con sus procesos en 

la CSJ, pues al parecer este podría limpiar su archivo. Según la fiscalía, 

Tarquino tenía una alianza con Leónidas Bustos y Francisco Ricaurte 

donde desviaban ciertas pruebas con el fin de archivar casos que eran 
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del interés de sus clientes, quienes pagaban por estas “diligencias”. 

(Pérez Becerra, 2020) 

El padre de Lyons se contactó con el exmagistrado Camilo Tarquino a 

través de su amiga y ex congresista Muriel Benito Revollo, para 

“aclarar los hechos de la investigación sobre las regalías” de su hijo 

Alejandro (Escrito de acusación contra expresidente de la Corte 

Suprema Francisco Ricaurte, 2017). Una vez la excongresista presentó 

a Tarquino con Lyons padre, el exmagistrado les pidió 60 millones y un 

contrato de asesoría en la Gobernación de Córdoba a cambio de su 

ayuda en la ya mencionada investigación. De estos $60 millones de 

pesos colombianos, se pagaron solo $30.000.000. (Angarita, 2020)  

Entre el 11 de abril y el 5 de junio de 2017, Moreno les suministró a los 

medios de comunicación datos sobre Lyons, los cuales obtuvo del 

proceso adelantado para presionarlo a pagar el dinero exigido. 

(SP621-2018, 2018) 

El 14 de julio la Fiscalía imputó a Moreno los delitos de concusión y 

utilización indebida de información privilegiada. El 19 de ese mes 

Moreno aceptó los cargos. (SP621-2018, 2018) 

El 3 de octubre de 2017, ante un magistrado del Tribunal Superior de 

Bogotá, Lyons fue acusado por la fiscalía como autor de concierto para 

delinquir agravado y coautor de contrato sin cumplimento de 

requisitos legales. (SP605/2018, 2018) 

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia condenó a 

Lyons como autor del delito concierto para delinquir agravado y le 

impuso una pena de cinco años y tres meses (63 meses). (SP605/2018, 

2018) 

¿Y la cúpula de la Fiscalía? 

Otros presuntos implicados serían Eduardo Montealegre Lynett, Fiscal 

General de la Nación desde el 2012 hasta el 2016 y Jorge Perdomo, su 

Vicefiscal. Se dice que ellos hicieron lo necesario para que Luis 

Gustavo Moreno obtuviera un contrato como asesor del Despacho del 

Fiscal General y que -”con el dinero proveniente de este contrato”- él 

pudiera administrar la oficina a su cargo. También se dice que Jorge 
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Perdomo estaba ayudando a los congresistas Álvaro Ashton y Nilton 

Córdoba, con los procesos que se adelantaban en su contra en la 

Corte Suprema de Justicia, según declaración de Luis Gustavo Moreno. 

(Auto de Acusación, 2019) Otro de los implicados, sería Alberto 

Echeverry, quien entregó $300 millones de pesos para recibir 

información sobre las decisiones referentes al caso de yidis política. 

(ElTiempo.com, 2018) 

Dentro de los despachos: 

El testimonio de Martha Cristina Pineda (ex esposa de Bustos 

Martínez), confirmó la relación comercial entre él y Moreno Rivera, por 

la compraventa de una camioneta, así como la venta de un vehículo de 

Bustos Martínez a Moreno Rivera, vehículo que fue adquirido con un 

crédito a nombre de un tercero (Luis Raúl Acero). También se dio la 

adquisición y pago en efectivo de un reloj marca Cartier por parte de 

Moreno Rivera, quien se encontraba en compañía de Bustos Martínez. 

(Auto de Acusación, 2019) Bustos y Malo tenían en sus despachos 

magistrados auxiliares que ayudaron y apoyaron todo el actuar 

criminal, como Camilo Ruiz, y Raúl Acero. Este último admitió en 

entrevista radial haber comprado en nombre de Bustos un automóvil 

BMW. (Rengifo Marín, 2017) 

Camilo Ruíz era la mano derecha del ex magistrado Gustavo Malo, 

también investigado por el caso del Cartel de la Toga. En algunos 

procesos se tomaron decisiones con el fin de presionar a los 

investigados para que pagaran. Sin embargo, Malo dijo no saber si en 

los procesos de los ex senadores Musa Besaile y Álvaro Ashton había 

ocurrido lo mismo. Por su parte, Ruíz dio versiones diferentes a las que 

había dado en los procesos contra Álvaro Ashton y Musa Besaile, pero 

aseguró que estos cambios en su versión se dieron para favorecer a 

algunos de los investigados y a su derecho a no autoincriminarse. 

(Escobar Melo, 2020) 

José Leónidas Bustos (exmagistrado), era quien realizaba el lobby 

correspondiente dentro de la Sala para que se acogiera una 

determinada postura que favoreciera los intereses de los congresistas 

y por los cuales estos previamente ya habían entregado cuantiosas 
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sumas de dinero, que ex senadores como Mussa Besaile y Álvaro 

Ashton en sus respectivas declaraciones admitieron haber dado. (Auto 

de Acusación, 2019) 

Francisco Ricaurte (exmagistrado), en su apartamento, explicó a 

Leónidas Bustos y Gustavo Malo (exmagistrados), cómo “manejarían 

procesos” y el funcionamiento de este tráfico de influencias.  Tanto 

Ricaurte como Bustos eran quienes hacían contacto con los clientes 

(políticos, entre ellos congresistas y gobernadores) que tuvieran 

indagaciones (investigaciones) en la Fiscalía y la Corte Suprema. 

(Escrito de acusación contra expresidente de la Corte Suprema 

Francisco Ricaurte, 2017) 

Sobre Gustavo Malo, Moreno explica que la mayoría de los procesos 

que negociaron, se adelantaron en su despacho, con lo cual los 

investigados se aseguraban de que a pesar de que existiera evidencia 

en su contra y que el funcionario encargado lo notara, no se tomaría 

una decisión contraria a sus intereses (Redacción Judicial El 

Espectador, 2020) 

Exsenadores y parapolítica, ¿Qué pasó? 

Se referencian especialmente 2 procesos, uno contra el ex congresista 

Musa Besaile y otro contra el también ex congresista Álvaro Ashton. En 

donde presuntamente Luis Gustavo Moreno Rivera entregó 

personalmente al ex magistrado José Leónidas Bustos Martínez la suma 

de 200 millones de pesos. Bustos Martínez no era el magistrado 

ponente de estos dos casos, pues estaban a cargo del ex magistrado 

Gustavo Malo, pero existen pruebas que permiten inferir la 

participación de Bustos Martínez en esta red criminal. (Auto de 

Acusación, 2019) 

Gustavo Moreno testificó que los exsenadores Álvaro Ashton y Musa 

Besaile dieron millonarias sumas de dinero a cambio de favorecerlos 

en procesos que tenían en la CSJ por vínculos con los paramilitares. 

Musa Besaile pagó $2.000 millones de pesos colombianos para frenar 

una orden de captura en su contra, de los cuales $100 millones de 
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pesos iban destinados a Moreno, quien solo recibió la mitad. 

(Colprensa, 2020).  

Álvaro Ashton Giraldo, fue investigado por parte de la Sala Penal de la 

Corte Suprema por la posible relación de él con el frente José Pablo 

Díaz de las Autodefensas del Norte (Atlántico). En el 2013 el 

magistrado ponente de este caso fue Gustavo Malo, y para que no le 

abrieran una investigación formal y una posible captura, Ashton se 

comunicó y se reunió con el señor Francisco Ricaurte en el 2013. 

Dichas reuniones, se llevaron a cabo en el apartamento de Ricaurte, la 

oficina del Consejo Superior de la Judicatura y el Congreso. En estas 

reuniones acordaron una suma de $1.200’000.000 para archivar la 

investigación, manipulando evidencia, promoviendo la salida del 

magistrado auxiliar del caso y dilatando la investigación previa. 

(Escrito de acusación contra expresidente de la Corte Suprema 

Francisco Ricaurte, 2017). 

Al respecto, dijo Ashton: "Me senté con el jefe político de las 

Autodefensas Carlos Mario García. Ellos me planteaban que le 

ayudara con el trámite de Justicia y Paz en un proceso que ya venía, 

que yo podía tener ascendencia en el partido liberal, que eso no era 

una intimidación, que ellos me ayudaban con la campaña, en fin, yo 

andaba en un proceso de angustia, de miedo permanente, entonces él 

(Luis Gustavo Moreno) aprovechaba y lo intimidaba a uno, lo asustaba 

y lo perseguía. Además, con ese bagaje, ya la Fiscalía había 

promovido una Unidad para el estudio de falsos testigos y me pidió 

ayuda con una entrevista con Luis Fernando Velasco, Nancy Patricia 

Gutiérrez e, inclusive con el diputado (Sigifredo) López del Valle". 

(Redacción Judicial El Espectador, 2020). 

La JEP le dio la razón a Ashton en ambos casos, consideró que el caso 

concreto de la parapolítica sí guarda una relación con el conflicto 

armado, pues cometió el delito de concierto para delinquir con el 

propósito de servir a los intereses económicos, políticos e ideológicos 

de las autodefensas. Sobre corrupción judicial, eventualmente tendría 

conexión con el anterior y también lo admitieron. Gracias a esto, en 

septiembre de 2019 Ashton consiguió la libertad transitoria luego de 
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confesar su responsabilidad y de asumir el compromiso de revelar la 

verdad no solo acerca de su caso, sino también de otros relacionados 

con parapolítica y el cartel de la toga. (Nación Semana, 2020) 

Por su parte, Francisco Ricaurte en el 2014 le dijo a Luis Gustavo 

Moreno que contactara al senador Mussa Besaile con el fin de contarle 

de la próxima investigación y posible captura. La investigación contra 

Besaile, era por posibles nexos con grupos Paramilitares (proceso 

27700 de la Sala Penal de la Corte Suprema). Para evitar este proceso, 

el congresista pagó $2.000 millones de pesos que se distribuyeron a 

Ricaurte, Moreno, Lyons y Malo. (Escrito de acusación contra 

expresidente de la Corte Suprema Francisco Ricaurte, 2017).  

Con relación a lo anterior, el senador expresó que pagó $2.000 

millones de pesos y dijo tener pruebas de las consignaciones y 

pruebas testimoniales, debido a que parte de ese dinero se habría 

pagado en efectivo. (Redacción Judicial El Espectador, 2017) Besaile 

señaló directamente al exmagistrado Bustos Martínez y añadió que de 

ese dinero también se habría beneficiado el exmagistrado Francisco 

Javier Ricaurte. (Redacción Judicial El Espectador, 2017) 

Alfredo Bettín, el otro fiscal: 

Entre 2015 y 2016 el fiscal noveno delegado ante la Corte Suprema, 

Alfredo Bettin, realizaba diferentes investigaciones en contra de Juan 

Carlos Abadía, por hechos que ocurrieron cuando fue Gobernador del 

Valle del Cauca. Ricaurte y Bettin acordaron orientar las 

investigaciones e impedir actuaciones en contra de Abadía. Ricaurte y 

Bustos prometieron mantener el puesto de Bettin en la Corte Suprema. 

Luis Gustavo Moreno tomó el caso del ex gobernador del Valle Juan 

Carlos Abadía y se comprometió con Ricaurte a evitar imputaciones 

(cargo del delito). (Escrito de acusación contra expresidente de la 

Corte Suprema Francisco Ricaurte, 2017) 

El favorecimiento a Abadía se complicó cuando el Fiscal Coordinador 

de la Unidad de la Fiscalía Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, 

Fabio Espitia, comenzó a cuestionar a Bettín por no avanzar en el caso 
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de Abadía, por lo que Ricaurte le comentó a Juan Carlos Abadía que 

había que darle poder a Leónidas Bustos. Nuevamente se cobraron 

honorarios por $600 millones de pesos, sobre la base de que Bettín era 

quien instruía las indagaciones y quien comentó la presión del Fiscal 

Coordinador, Fabio Espitia, sobre ese expediente. (Justicia El Tiempo, 

2020) 

El proceso penal en contra de Bettín se inició porque en su despacho 

cursaba la investigación contra Abadía por irregularidades en un 

contrato de dotación de bibliotecas escolares en el departamento. En 

la indagación, el despacho de Bettín encontró irregularidades por 

sobrecostos en el contrato que excedían los $800 millones de pesos, 

por lo que en 2011 la fiscal de apoyo de Bettín proyectó una decisión 

para imputarle cargos a Abadía. (Justicia El Tiempo, 2020) 

En 2016, Bettin le avisó a Ricaurte que por la cantidad de pruebas en 

contra de Abadía no se podía detener el proceso. Moreno (quien era 

el fiscal) se aparta del caso y se lo pasa a Bustos.  Tal como Bettin había 

previsto (gracias a la nueva administración de la Fiscalía) se ordenó la 

captura de Abadía. (Angarita, 2020) 

Bettín ofreció testificar en contra de otros tres implicados como 

Francisco Ricaurte por el tráfico de influencias que ejerció para 

favorecer a Juan Carlos Abadía, en contra de Abadía por buscar 

decisiones favorables y finalmente, en contra del exmagistrado José 

Leónidas Bustos. (Justicia El Tiempo, 2020) 

Gustavo Malo y Camilo Ruiz, la presencia de la judicatura: 

Retomando los procesos que condicionó Gustavo Malo, uno de ellos es 

la investigación contra Argenis Velásquez, que cuando llegó a la Corte 

estuvo en el despacho del exmagistrado. Se dice que Luis Gustavo 

Moreno supuestamente contactó al auxiliar de Malo, Camilo Ruiz, 

quien habría recibido 130 millones de pesos, a cambio de retardar la 

investigación contra Velásquez. (Justicia El Tiempo, 2019) 

A Ruiz lo sacaron de la Corte Suprema en noviembre de 2017 debido a 

que Gustavo Malo le pidió la renuncia por un rumor sobre dos 
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reuniones que Ruíz había sostenido con Musa Besaile, el ex senador 

Bernardo Ñoño Elías y con Otto Bula. Sin embargo, Ruíz negó haber 

sostenido dichos encuentros e indicó que Malo jamás le explicó los 

verdaderos motivos de su salida. Ruíz admitió que no le constaba que 

el ex magistrado conociera de los sobornos y de sus encuentros con 

Moreno. (Escobar Melo, 2020) 

Camilo Ruiz aceptó que recibió 70 millones de pesos, de manos de 

Moreno para manipular los dos procesos en los que éste tenía interés. 

Explicó que el dinero le fue entregado en 2 reuniones, una en el centro 

de Bogotá, en la que le dieron 20 millones de pesos, y otra en 

chapinero donde le dieron los 50 millones restantes. (Escobar Melo, 

2020) 

Luis Gustavo Malo le dijo a la Corte Suprema en 2017 que Ruíz recibió 

200 millones de pesos y que todo fue a espaldas del ex magistrado 

Gustavo Malo. Además, expresó que Francisco Ricaurte le indicó que 

había que sacar a Ruíz del negocio porque les pasaba información 

privilegiada a otros dos protagonistas del Cartel de la Toga: Leonardo 

Pinilla (socio de Moreno) y Luis Ignacio Lyons (abogado de Besaile y 

Ashton; pero Ruíz negó estos hechos. (Escobar Melo, 2020) 

¿Y Francisco Ricaurte? 

El Consejo de Estado anuló su elección, al señalar que fue elegido por 

quienes él mismo había designado para magistrados cuando estaba en 

la Corte Suprema. Tras su salida del Consejo Superior de la Judicatura, 

Ricaurte comenzó a ejercer como abogado independiente y comenzó a 

compartir oficinas con Luis Gustavo Moreno y Ruth Marina Díaz, 

quienes, como Ricaurte, manifestaron nunca haber conocido las 

actuaciones ilegales del ex fiscal. (Escobar Melo, 2020) 

Hechos cometidos y relacionados en los Estados Unidos: 

Luis Gustavo Moreno Rivera y Leonardo Pinilla Gómez fueron 

vinculados al proceso penal el 23 de junio de 2017 por denuncia y 

acusación en el distrito sur de la Florida. Tanto Pinilla como Rivera 

fueron arrestados en Colombia debido a una circular roja de la 
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Interpol. (National Director of Anti-Corruption in Colombia Charged 

with Conspiracy to Launder Money in Order to Promote Foreign 

Bribery, 2017) 

La denuncia fue radicada el 27 de junio del 2017 en conexión con el 

arresto del ex director nacional anticorrupción en Colombia. Tanto a 

Moreno como a Pinilla se les acusó por los cargos de conspiración 

para lavado de dinero con intento de promover un soborno extranjero. 

Benjamin G. Greenberg, actuando como fiscal de los Estados Unidos 

para el distrito sur de la Florida, hizo la comunicación. (National 

Director of Anti-Corruption in Colombia Charged with Conspiracy to 

Launder Money in Order to Promote Foreign Bribery, 2017) 

En noviembre del 2016, Alejandro Lyons actuando como cooperador 

de justicia estadounidense o cooperating source of information (CS), 

fue abordado por Moreno y Pinilla, quien intentó incitar un soborno de 

$100 millones de pesos colombianos. Moreno y Pinilla a cambio del 

dinero, ofrecieron copias de declaraciones juramentadas tomadas de 

cooperadores que testificaron contra Lyons. (National Director of Anti-

Corruption in Colombia Charged with Conspiracy to Launder Money 

in Order to Promote Foreign Bribery, 2017) 

Con interceptaciones ordenadas por un juez estadounidense y 

seguimientos, los investigadores lograron establecer que Moreno 

Rivera y su intermediario, el abogado Pinilla Gómez, le exigieron a 

Lyons un millón de dólares para frenar las investigaciones que hay en 

su contra. (Justicia El Tiempo, 2017) 

Conversaciones grabadas revelaron que Moreno y Pinilla discutieron 

la habilidad de Moreno para controlar la investigación del CS y que 

Moreno pudo inundar los fiscales con trabajo para que fueran 

incapaces de focalizarse en la investigación del CS. A cambio, Moreno 

y Pinilla pidieron $400 millones de pesos colombianos con un 

adicional de 30,000 dólares para ser pagados antes de que Moreno 

abandonara los Estados Unidos. (National Director of Anti-Corruption 

in Colombia Charged with Conspiracy to Launder Money in Order to 

Promote Foreign Bribery, 2017) 
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Una de las grabaciones clave en la investigación de los agentes 

federales se dio en inmediaciones de Doral, estado de La Florida. En 

el interior de un vehículo se citaron los dos implicados con el 

colaborador de la DEA, Alejandro Lyons, quien tenía dispositivos de 

grabación de audio, instalados por los agentes federales. El 16 de 

Julio, la cita fue en el baño de un centro comercial, donde Lyons les 

habría entregado un sobre de manila con $10.000 dólares como parte 

del anticipo del soborno. (Noticias Caracol, 2017) 

Tanto Moreno como Pinilla fueron hallados culpables en una corte 

federal en Miami. La jueza sentenció a Moreno a 48 meses y Pinilla a 

24 meses. (National Director of Anti-Corruption in Colombia Charged 

with Conspiracy to Launder Money in Order to Promote Foreign 

Bribery, 2017) 

Presuntas transacciones del caso: 

*Cifras expresadas en millones de pesos* 

Actor Entregado Recibido Total

Luis Gustavo Moreno $270.000.000 (COP) 
+ Vehículo BMW + 
reloj Cartier 

$200.000.000 (COP)

$7.060.000.000 (COP)

Leonardo Pinilla $100.000.000 (COP)

Alejandro Lyons $130.000.000 (COP)

Camilo Tarquino $30.000.000 (COP)

José Leónidas Bustos $200.000.000 (COP) 
+ Vehículo BMW + 
reloj Cartier

Álvaro Ashton $1.400.000.000 (COP)

Mussa Besaile $2.000.000.000 (COP)

Francisco Ricaurte $1.200.000.000 (COP)

Juan Carlos Abadía $600.000.000 (COP)

Alfredo Bettín $600.000.000 (COP)

Camilo Ruiz $200.000.000 (COP)

Argenis Velásquez $130.000.000 (COP)
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Parte EspecialParte Especial



Abogado litigante.

Gobernador del departamento de Córdoba (2012-2015).

Hijo del empresario Agroindustrial Alejandro Lyons De La Espriella y de la Magistrada Luz

Elena Muskus García.

Cuñado del exsenador Bernardo “ñoño” Elías.

Primo de Luis Ignacio Lyons, otro involucrado en el Cartel. 

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

RELACIONES PERSONALES:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

En febrero de 2017, Maximiliano García Bazanta y Jesús Eugenio Henao Sarmiento declararon

en contra de Alejandro Lyons en el caso relacionado con las regalías de Córdoba, por lo cual

Moreno y Leonardo Pinilla (su abogado defensor), le pidieron $100.000.000 y sumas adicionales

a Lyons para darle acceso a las declaraciones y ayudarle con una estrategia defensiva.

Lyons quien cooperaba con la DEA se reunió con Moreno y Pinilla y dicho encuentro fue

grabado por lo que se sabe que le exigieron 400 millones para frenar las investigaciones que

había en su contra en la Corte Suprema de Justicia por el escándalo de las regalías en el

Departamento de Córdoba.

También Lyons se contactó con Camilo Tarquino a través de su amiga Muriel Benito para

“aclarar los hechos sobre su investigación sobre las regalías”. Este habría pagado cerca de $30

millones al Cartel de la Toga, específicamente al exmagistrado Camilo Tarquino.

 

Alejandro José Lyons Muskus

Abogado de la Universidad Externado de

Colombia.

Especialista en Derecho Procesal Penal de la

Universidad Externado de Colombia.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 

 



 

PROCESO JUDICIAL:
 

El 3 de octubre de 2017, ante un magistrado del Tribunal Superior de Bogotá, Lyons fue acusado

por los cargos de concierto para delinquir, peculado por apropiación y celebración indebida

de contratos.

La Corte Suprema de Justicia legalizó en el 2018 el preacuerdo al que Alejandro Lyons llegó

con la justicia. El alto Tribunal lo sentenció a pagar 5 años y 3 meses de prisión, más 4.000

millones de pesos de reparación.

Además, en un proceso fiscal por irregularidades durante su administración en el

departamento de Córdoba entre 2012 y 2015, el exgobernador Lyons tendrá que pagar diez mil

millones de pesos.

Actualmente se encuentra en Miami colaborando con la DEA para el proceso del Cartel de la

Toga.



Alfredo Bettín Sierra

Abogado de la Universidad de Cartagena.

Especialista en Derecho Penal de la

Universidad Externado de Colombia

Especialista en Derecho Administrativo y

Procesal de la Universidad Libre de Colombia.

Magíster en Derecho Administrativo de la

Universidad Libre de Colombia.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 

 

Juez Promiscuo Municipal (1985-1986). 

Juez Penal Aduanero de Cartagena (1986-1990). 

Juez Penal del Circuito (1990-2010).

Fiscal Delegado ante la Corte Suprema de Justicia (2010-2017).

Desde su cargo de fiscal delegado y en colaboración con el ex magistrado Francisco

Ricaurte, Bettín se encargó de orientar e impedir actuaciones en contra del ex gobernador

del Valle del Cauca, Juan Carlos Abadía, quien estaba siendo investigado por sobrecostos

en contratos. 

El ex fiscal delegado no solo repitió el interrogatorio a Abadía en tres ocasiones, también

logró retrasar el proceso durante 4 años, incluso teniendo pruebas y evidencias para

imputar los cargos.

El 18 de febrero de 2020, el ex fiscal Alfredo Bettin fue condenado por abuso de autoridad 

 ante la Sala de Juzgamiento en Primera Instancia. 

Si bien el cargo que se le imputaba inicialmente era el de prevaricato por omisión, gracias

a un preacuerdo con la Fiscalía obtuvo un cambio en el delito y por lo tanto en la pena,

evitando así ir a prisión. 

Alfredo Bettín fue condenado a pagar una multa de 34 millones de pesos y recibió una

inhabilidad por 450 días para ejercer cargos públicos.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:



Alfredo Ramón Bula

Ingeniero Industrial de la Pontificia

Universidad Javeriana.

Especialista en Finanzas, Gerencia de

Negocios Internacionales de la Universidad

Jorge Tadeo Lozano.

MBA en Dirección de Empresas en la

Universidad Francisco de Vitoria en Madrid,

España.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 

 

Gerente de varias empresas como Discons B&B Ingenieros SAS, Promotora Montecarlo,
Alvarez & Collins Constructores, entre otras. 
También ha sido docente universitario.

Hijo de Manuel Ramón Bula, amigo y enlace de Gustavo Malo, procesado por ser uno de
los jueces involucrados en el Cartel de la Toga. 
Amigo de Francisco Ricaurte, procesado por ser uno de los jueces involucrados en el
Cartel de la Toga. 

Durante la comisión de los hechos, Alfredo Ramón Bula fue el director de la entidad
FONADE. Esta se había obtenido, como consecuencia del proceso donde se le ayudó al
senador Musa Besaile a que no se le capturara, ni que se le abriera una investigación por
parapolítica, en el despacho del doctor Gustavo Malo. Investigación instruida por el
magistrado auxiliar José Reyes.
Con él a la cabeza de la entidad, se asegurarían de hacer favores burocráticos y
comercializar puestos, como se ha establecido, los beneficios o los pagos de los actos de
corrupción tuvo consecuencias, no solo con beneficios económicos, sino también en
términos burocráticos.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 
 

RELACIONES PERSONALES:

 
 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:
Su proceso se encuentra en indagación preliminar desde 2017. 



Álvaro Antonio Ashton Giraldo

Economista y Contador Público de la

Universidad del Atlántico.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 

 

Profesor, Vicerrector y Rector de la Universidad de Atlántico.

Representante a la Cámara por el Atlántico (1998-2006).

Senador de la República (2006-2018).

Hijo de Manuel Ramón Bula, amigo y enlace de Gustavo Malo, procesado por ser uno de

los jueces involucrados en el Cartel de la Toga. 

Amigo de Francisco Ricaurte, procesado por ser uno de los jueces involucrados en el

Cartel de la Toga. 

Ashton pagó al “Cartel” para evitar un proceso en su contra por nexos con Paramilitares y

por corrupción con Odebrecht.

Ashton se sometió a la Jurisdicción Especial para la Paz y su caso está actualmente a cargo

de la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas de dicha Jurisdicción.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

RELACIONES PERSONALES:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:



Argenis Velásquez Ramírez

Tecnólogo en el SENA.

Pregrado en Administración de Empresas en

la Universidad de Nariño.

Condecoración honoris causa en

administración empresarial y gestión contable

sistematizada mediante resolución 3338 de

diciembre de 2011.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 

Gestora social de la Empresa de servicios públicos del municipio de Orito (2004-2006).

 Alcaldesa de Orito Putumayo (2008-2011).

Representante a la Cámara por el partido Liberal (2014-2018).

Cuando finaliza su mandato como alcaldesa del municipio de Orito Putumayo en 2011,

quedan inconclusos una serie de cuestionamientos y acusaciones por haber dirigido

indebidamente contratos multimillonarios. 

Por esta razón, se abren una serie de investigaciones en su contra, asignadas por reparto al

ex magistrado Gustavo Malo. 

De esta manera, la entonces representante a la cámara, su abogado Gustavo Moreno y el

ex magistrado auxiliar Camilo Ruiz orquestan una serie de acuerdos para dilatar, demorar

y manipular el proceso a cambio de una fuerte suma de dinero.

A mediados de 2019, la Fiscalía le imputó cargos por el delito de cohecho por dar u ofrecer.

Sin embargo, la ex representante no aceptó los cargos y en caso de ser hallada culpable,

podría enfrentar una pena de 3 a 6 años de prisión. 

Hasta el momento no hay condena.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:



Auxiliar judicial adjunto primero (2001-2007).

Juez de la República de (2007-2010) y de (2011-2012).

Docente en la Corporación Universitaria Rafael Núñez (2008-2010)

Docente en la Universidad de la Gran Colombia (2011-2012).

Magistrado Auxiliar de la Corte Suprema de Justicia (2012-2017).

Era considerado la mano derecha del ex magistrado Gustavo Malo. 

No solo se encargaba de presionar a los investigados para que aceptaran pagar las sumas

exigidas a cambio de la manipulación de sus procesos, en algunas ocasiones también era

él quien recibía los montos de dinero y manipulaba los procesos, como en el caso de

Argenis Velásquez.

Bajo un preacuerdo con la Fiscalía y avalado por el Juez 8 de garantías de Bogotá, el

entonces magistrado auxiliar Camilo Ruiz fue condenado a una pena de 66 meses de

prisión por los cargos de concierto para delinquir y cohecho. 

El condenado además de acogerse a dicho preacuerdo, también accedió a colaborar con

testimonios reveladores para esclarecer los hechos y obtener una rebaja en su condena.

Sin embargo, dada la coyuntura generada a partir de la pandemia y a la espera de las

pruebas que pueda aportar, el proceso penal del señor Ruiz se encuentra suspendido hasta

el 5 de marzo de 2022.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Camilo Andrés Ruíz

Pregrado en Derecho. 

Especialización en ciencias penales y

criminológicas de la Universidad Externado

de Colombia.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 



Camilo Humberto Tarquino Gallego

Magistrado Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

Juez 15° Laboral del Circuito de Bogotá. 

Docente de Pregrado de la Facultad de Derecho de las Universidades Libre de Colombia,

La Gran Colombia y la Autónoma de Colombia.

Docente de Posgrado de la Facultad de Derecho de la Corporación Universitaria de

Ibagué, Universidad Libre de Barranquilla y Universidad del Norte de Barranquilla.

Estuvo involucrado en el caso del exgobernador de Córdoba, Alejandro Lyons, al exigirle

a este último una cuantiosa suma de dinero a cambio de colaborarle para archivar las

investigaciones que cursaban en su contra en la Corte Suprema de Justicia.

Fue acusado formalmente por la Fiscalía, por los delitos de concusión y asociación para la

comisión de un delito contra la administración pública.

Se está a la espera de la realización de la audiencia preparatoria.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Abogado de la Universidad Gran Colombia.

Especialista en Derecho Procesal de la

Universidad Libre de Colombia.

Especialista en Derecho Sustantivo y

Contencioso Constitucional de la Pontificia

Universidad Javeriana.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 



José Eyder Patiño Cabrera

Procurador encargado para la Ley de Justicia y Paz.

Procurador delegado en materia de derechos humanos.

Procurador judicial penal.Procurador agrario.

Director de la Escuela de Capacitación de la Fiscalía General de la Nación.

Magistrado auxiliar de la Sala Penal de la Corte (2013-actualidad).

Patiño había acordado con el exfiscal general José Fernando Perdomo archivar la

investigación contra el excongresista Álvaro Ashton, involucrado en el caso de corrupción

de la brasileña Odebrecht.

Se le acusa de tener relación con el Cartel de la Toga, por dilaciones en los procesos de

algunos de los partícipes, en concreto en el proceso de Alvaro Ashton por corrupción, en

el de Luis Alfredo Ramos al no presentar ponencia por una “falta de jurisdicción de la sala”.

Fue investigado por la Comisión de Acusaciones de la Cámara de Representantes en 2019.

Actualmente sigue en su cargo de Magistrado de la Corte Suprema de Justicia.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Abogado de la Universidad Libre.

Maestría en Derecho Penal Económico en la

Universidad de Friburgo. 

Doctorado en la Universidad de Giessen.

Resolución alternativa de conflictos en el

Instituto Max Planck.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 



Francisco Javier Ricaurte Gómez

Juez de la República. (1990)

Magistrado de la Corte Suprema de Justicia de Colombia (2004 - 2012).

Fue nombrado Presidente de la Corte Suprema (2008-2009).

Magistrado de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura (2012-2014).

Asesor legal del Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo (FONADE).

Ricaurte es acusado de manipular algunos expedientes que cursaban en la Corte Suprema,

de instrumentalizar los medios de comunicación para restar credibilidad a los testigos,  de

retardar los procesos y trámites, alterar evidencias, para favorecer a quienes pagaban.

En Agosto de 2020 se llevó a cabo la Audiencia de Juicio Oral.

El 9 de marzo de 2020, el juez ordenó la captura inmediata por encontrarlo culpable de los

delitos de concierto para delinquir, cohecho, tráfico de influencias y utilización indebida de

información oficial privilegiada

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Abogado de la Universidad de Cartagena.

Especialización en  jurídico-laborales de la

Universidad Nacional.

Especialización en derecho laboral de la

Pontificia Universidad Javeriana.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 



Gustavo Enrique Malo Fernández

Es juez de carrera. Ha desempeñado cargos como los de juez penal municipal, juez de

instrucción criminal, juez superior, magistrado del Tribunal Superior de Cartagena y, desde

el año 2012, magistrado de la Corte Suprema de Justicia. 

Ha ejercido la docencia en las universidades Cartagena, Rafal Núñez, San Buenaventura y

Libre.

Esposo de Estela Benítez Morales, su testaferra.

Sobre Gustavo Malo, Moreno explica que la mayoría de los procesos que negociaron, se

adelantaban en su despacho, con lo cual los investigados compraban la “tranquilidad de

que, a pesar de que hubiera evidencia o de que estuviera un funcionario instruyendo y

tuviera esa convicción, no se fuera a tomar una decisión que los afectará”.

Recientemente el Consejo de Estado declaró improcedente el recurso de habeas corpus

impuesto por el exmagistrado de la Corte Suprema de justicia, Gustavo Malo, el cual había

solicitado la libertad provisional dentro del proceso penal.

Los delitos por los cuales se le acusó fueron concierto para delinquir, cohecho propio,

prevaricato por acción, prevaricato por omisión, utilización indebida de asuntos sometidos

a reserva.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

RELACIONES PERSONALES:

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Abogado de la Universidad de Cartagena

(Bolívar).

Especialista en Ciencias Penales y

Criminológicas de la Universidad Externado

de Colombia, con varios diplomados en

materia penal.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 



Jorge Fernando Perdomo Torres

Docente e investigador en las cátedras de derecho penal, filosofía del derecho penal,

derecho procesal penal y derecho penal internacional (1998-actualidad).

Viceministro de Política Criminal y Justicia Restaurativa (2011-2012). 

Vicefiscal General de la Nación (2012). 

Fiscal General de la Nación Encargado (2016)

Según declaración de Luis Gustavo Moreno, Jorge Perdomo ayudó a los congresistas

Álvaro Ashton y Nilton Córdoba, con los procesos que se adelantaban en su contra en la

Corte Suprema de Justicia.

Fue Vicefiscal durante la Fiscalía de Montealegre.

No tiene ningún proceso judicial en curso.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Abogado de la Universidad Externado de

Colombia. 

Maestría en Derecho Penal de la Universidad

de Bonn en Alemania. 

Doctor en Derecho Penal de la Universidad de

Bonn en Alemania. 

Maestría en Victimología en la Universidad de

Sevilla en España.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 



José Leonidas Bustos Martínez

Director del Departamento de Derecho Penal de la Universidad Libre de Colombia. 

Docente de pregrado y postgrado de la Facultad de Derecho de la Universidad Libre de

Colombia, Universidad Sergio Arboleda y Universidad Militar Nueva Granada.

Magistrado de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia (2008-2016). 

Presidente de la Corte Suprema de Justicia (2015).

Estuvo casado con Martha Cristina Pineda, quien también fue señalada de participar en

este escándalo de corrupción, por favorecer a personas investigadas mientras ocupaba el

cargo de procuradora judicial II.

Era quien realizaba el lobby correspondiente dentro de la Sala Penal de la Corte Suprema

de Justicia para que se adoptaran decisiones favorables a los intereses de los congresistas

que previamente habían pagado cuantiosas sumas de dinero por ello.

Se profirió auto de acusación en su contra el 13 de mayo de 2019, en calidad de autor de los

delitos  de concierto para delinquir, tráfico de influencias de servidor público, y en calidad

de coautor del delito de cohecho propio.

Salió del país y hasta el momento se desconoce su paradero.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

RELACIONES PERSONALES:

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Abogado de la Universidad Libre de

Colombia. 

Magíster en Derecho Penal y especialista en

Ciencias Penales de la Universidad Externado

de Colombia.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 



Juan Carlos Abadía Ocampo

Diputado en la Asamblea Departamental del Valle del Cauca (2001-2003).

Concejal de Cali (2003-2006).

Gobernador del Valle del Cauca (2008-2010).

Abadía tenía procesos en su contra en la Corte Suprema de Justicia, junto a su abogado

Gustavo Moreno, presuntamente se logró archivar dos investigaciones en su contra y

dilatar la imputación de cargos, de manera irregular por medio del cartel. Esto por

favorecer a terceros en contratos públicos (por más de $810.000 millones) sobre

distribución de libros cuando era gobernador.

6 de marzo de 2017 la Fiscalía imputó por los delitos de peculado por apropiación y

celebración de contratos sin cumplimientos de requisitos legales al exgobernador Abadía.

Se encuentra aún en proceso en la Sala de Primera Instancia de la Corte Suprema, en

donde en los últimos meses de 2020 se admitieron 3 nuevos testigos en la audiencia

preparatoria. (aún esperando fecha para esta).

El proceso se está llevando a cabo, ya que se presume que el cartel de la toga dilató el

proceso, que se llevaba en contra de Abadía.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Administrador de Empresas de la Universidad

Santiago de Cali.

Especialización en Derecho Administrativo en

la Universidad Libre de Colombia Seccional

Valle.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 



Leonardo Luís Pinilla Gómez

Abogado penalista que asumió varios de los procesos que Luis Gustavo Moreno dejó

cuando entró a la Unidad Anticorrupción de la Fiscalía General de la Nación.

Era el enlace de Luis Gustavo Moreno para exigir el dinero al exgobernador de Córdoba,

Alejandro Lyons.

Fue hallado culpable del delito de lavado de activos por una Corte Federal de Miami y

condenado a pagar 24 meses de prisión.

Fue deportado y recapturado en Colombia para cumplir con una pena privativa de la

libertad de 4 años por su participación en el Cartel de la Toga.

Se encuentra recluido en la Cárcel “La Picota”.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Abogado de la Universidad Sergio Arboleda

de Colombia.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 



Luis Alfredo Ramos Botero

Concejal de Sonsón (Antioquia) en 1970. 

Diputado en la Asamblea del Departamento de Antioquia.

Secretario de Hacienda de Medellín.Senador de la República de 1990 a 1991. 

Alcalde de Medellín de 1992 a 1994. 

Embajador de Colombia ante la OEA de 1998 a 2001. 

Gobernador de Antioquia de 2008 a 2011.

Tiene un proceso en la Corte Suprema de Justicia por posibles nexos con paramilitares y

quien lo representaba legalmente era Luis Gustavo Moreno, abogado y ex fiscal

anticorrupción. 

A razón de este proceso por parapolítica, hizo entrega de cuantiosas sumas de dinero a

Luis Gustavo Moreno, su abogado, y es por esto que se le vincula a este escándalo de

corrupción. 

Contó con el testimonio a su favor de Luis Gustavo Moreno, quien mencionó que la

entrega de dinero que Ramos le había hecho, obedecieron a los pagos por haber sido

abogado durante el proceso que adelanta la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia por

parapolítica.

El proceso por nexos con paramilitares que lo involucró en el Cartel de la Toga, se

encuentra en etapa de juicio oral y está a la espera de la decisión con sentencia

condenatoria o absolutoria.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:

Abogado de la Universidad de Medellín.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 



Luis Eduardo Montealegre Lynett

Abogado de la Universidad Externado de

Colombia.

Especialista en Derecho Penal de la

Universidad Externado de Colombia.

Especialista en Derecho Penal de la

Universidad de Bonn en Alemania.

Especialista en Derecho Constitucional de la

Universidad de Erlangen en Alemania.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 

 

Juez de Instrucción Criminal (1981).

Juez Penal Municipal en propiedad (1982).

Conjuez de los Tribunales Superiores de Bogotá y Cundinamarca - Sala Penal.

Viceprocurador General (1997-2001).

Procurador General de la Nación Encargado (1997-1998) (1999-2000).

Magistrado de la Corte Constitucional (2001-2004).

Asesor del Gobierno de Juan Manuel Santos (2011).

Fiscal General de la Nación (2012-2016).

Tuvo como asesor de despacho a Luis Gustavo Moreno, a quien después, de la mano de

Jorge Perdomo, ayudó a llegar a ser fiscal anticorrupción.

El Fiscal General de la Nación, Eduardo Montealegre Lynett, promovió un contrato de

servicios a favor de Luis Gustavo Moreno Rivera como asesor del despacho del Fiscal

general, lo que hizo con ese dinero fue sufragar los gastos de la oficina de abogados

administrada por Moreno Rivera.

No tiene ningún proceso judicial en curso. 

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

RELACIONES PERSONALES:

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:



Luis Gustavo Moreno Rivera

Abogado de la Universidad Libre.

Máster en Derecho Penal de la Universidad

Libre.

Candidato al título de maestro en Derecho

Procesal Penal de la Universidad Jaime I de

España.

Especialista en derecho probatorio de la

Universidad Sergio Arboleda.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 

 

Director Nacional Anticorrupción de la Fiscalía (2016-2017).

Asesor de la Fiscalía General de la Nación (2015).

Asesor legal de la Comisión de Investigación y Acusación de la Cámara de Representantes

entre (2014-2015), donde tuvo acceso a investigaciones contra altos funcionarios del Estado.

Docente Ad Honorem de la Universidad Sergio Arboleda en Bogotá (2012).

Asesor jurídico del despacho de la Personería de Bogotá (2012).

Abogado sustanciador asesor entre (2011-2012) en temas penales de la Comisión de

Acusación de la Cámara de Representantes.

Asesor jurídico externo entre (2011-2012) de la Unidad de Investigación Criminal de la

Defensa.

Asesor jurídico de la Secretaría de Gobierno de la Alcaldía de Bogotá (2011).

Contratista con la Fiscalía para acompañar recursos de casación y acciones de revisión

ante la Corte Suprema de Justicia durante la teneduría del Fiscal Eduardo Montealegre.

Fue el actor principal y eje esencial en el desarrollo y desenlace del Cartel debido a que se

encargó de coordinar y participar en las investigaciones de distintos delitos de corrupción,

como el ocurrido en el Departamento de Córdoba bajo la gobernación de Alejandro Lyons.

A cambio de un aproximado de $100.000.000, le ofreció a Lyons una copia de las

declaraciones de los testigos de su investigación y para ayudarle en la elaboración de una

estrategia defensiva. Al no recibir el pago en el plazo establecido, filtró a los medios de

comunicación información privada de las investigaciones contra Lyons para presionarle a

realizar los pagos. Para obtener esta información y demás pruebas vinculadas al caso,

Moreno entabló una alianza con los ex magistrados José Leónidas Bustos, Francisco

Ricaurte y Gustavo Malo. A cambio de los privilegios, Moreno les compró o vendió

vehículos y relojes o les ofreció pagos directos.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:



Le dio $70 millones al ex magistrado auxiliar de la Corte Suprema de Justicia, Camilo Ruíz,

a cambio de manipular los procesos en contra de los ex representantes a la Cámara, Nilton

Córdoba y Argenis Velásquez, de quienes era abogado.

Sirvió de mensajero y/o cobró comisiones para interceder en los casos de investigación en

contra de los excongresistas Álvaro Ashton y Musa Besaile.

Está comprometido a entregar información clave sobre los hechos que rodearon el pago

de sobornos para que se direccionaran, aplazarán y archivarán procesos de la Corte

Suprema de Justicia bajo la prórroga del principio de oportunidad que firmó con la Fiscalía

General.

La Corte Suprema de Justicia lo declaró responsable de los delitos de concusión y

utilización indebida de información oficial privilegiada, Moreno aceptó los cargos.

Fue condenado a 58 meses y 15 días de prisión, junto con una multa de 43.74 salarios

mínimos legales mensuales.

Se encuentra inhabilitado para el ejercicio de derechos y funciones públicas por 48 meses.

Perdió el cargo público como Director de la Fiscalía Nacional Especializada contra la

Corrupción. 

Fue acusado de conspiración para cometer fraude electrónico, conspiración para lavar

dinero y lavado de dinero en Estados Unidos, por lo que se encuentra extraditado y

cumpliendo una pena de 48 meses.

El 3 de diciembre de 2020 fue deportado desde EE.UU. A su llegada fue detenido por el

CTI y trasladado al búnker de la Fiscalía General de la Nación, le espera cumplir la pena

de 4 años y 10 meses de prisión impuesta por la Corte Suprema de Justicia.

 

PROCESO JUDICIAL:



Luis Raúl Acero Pinto

Empezó a trabajar en la Fiscalía (1994).

En 2004 se volvió juez de control de garantías y luego se convirtió en magistrado auxiliar

de María del Rosario González.

En 2008 se postuló a procurador general pero no fue elegido, también intentó reemplazar a

Leonidas Bustos en la Corte Suprema pero no lo consiguió.

Fue juez de control de garantías (2012), cuando salió de la Fiscalía por continuos actos de

indisciplina.

Regresó a la entidad en la administración de Eduardo Montealegre y se convirtió en fiscal

delegado ante la Corte Suprema de Justicia.

Magistrado auxiliar del magistrado José Leonidas Bustos.

Luis Gustavo Moreno le vendió un carro BMW 523 al ex magistrado Bustos como medio de

pago por las ayudas que le brindaba. Bustos le pidió el favor a Acero para que hiciera de

testaferro y de esta forma no se viera afectada su capacidad de endeudamiento, por lo que

el carro quedó a nombre de Acero.

En 2013, Bustos le solicitó a Acero que cambiará los papeles de propiedad del carro para

que Luis Gustavo Moreno figurara como el nuevo dueño.

En 2016, la Fiscalía quiso removerlo del cargo, pero Patricia Manjarrés, otra magistrada

auxiliar, falló una tutela a su favor para restituirlo en el puesto. El Consejo de Estado revocó

esta decisión pero Acero presentó una demanda y logró permanecer en el cargo gracias a

una medida cautelar.

Fue citado por la Fiscalía General de Nación a interrogatorio en 2019 como posible

responsable de los delitos de lavado de activos y testaferrato.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

PROCESO JUDICIAL:



Musa Abraham Besaile Bayad

Ingeniero civil de la Corporación Universitaria

de la Costa. 

Especialista en gerencia con énfasis en

Gerencia Pública de la Universidad Pontificia

Bolivariana.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 

 

Ejerció varios años en el sector agroindustrial del departamento de Córdoba.

Fue representante a la Cámara por Córdoba (2002-2010).

Senador de la República (2010-2017)

El ex congresista se encontraba en un proceso con la Corte Suprema de Justicia por

vínculos con las autodefensas y parapolítica, por lo cual, el exmagistrado Ricaurte tuvo la

idea de contactarlo para involucrarlo en la red de corrupción. Luis Gustavo Moreno fue el

mensajero para darle adelantos sobre su investigación y posible captura, en un principio le

exigió un pago de $6.000 millones para detener su captura. Decidió pagar $2.000 millones

de pesos para frenar dicha orden de captura en su contra por posibles nexos con grupos

Paramilitares, los cuales fueron distribuidos entre Francisco Ricaurte, Luis Gustavo Moreno,

Gustavo Malo y Alejandro Lyons.

Es uno de los testigos claves en el proceso que se adelanta contra Francisco Ricaurte.

Se encuentra detenido y en investigaciones por los delitos de peculado y cohecho

cometidos en el Cartel de la Toga.

La Sección de Apelación de la JEP confirmó que el exsenador va a ser acogido por su

jurisdicción en lo relacionado al delito de cohecho.

Se encuentra bajo investigación por la Corte Suprema de Justicia por haberse beneficiado

de los sobornos realizados por Odebrecht para que les otorgaran la construcción de la

Ruta del Sol.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:



Nilton Córdoba Manyoma

Abogado egresado de la Universidad

Tecnológica del Chocó.

Especialista en Derecho Público de la

Universidad Externado de Colombia.

FORMACIÓN ACADÉMICA:
 

 

 

Maestro de escuela.

Concejal (1992-1994).  

Tesorero  del municipio de Bajo Baudó (Chocó) en dos ocasiones.

Alcalde del municipio de Medio Baudó (2008-2011).

Representante a la Cámara por el Departamento del Chocó (2014-2018).

Pagó 200 millones de pesos al magistrado auxiliar Camilo Ruiz miembro del despacho del

Magistrado Gustavo Malo, investigado por la Comisión de Acusación por este escándalo.

Por lo que se le inicia un proceso en la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia,

finalmente, según Moreno, Eyder Patiño, iba a intermediar a favor del parlamentario Nilton

Córdoba.

Nilton Córdoba Manyoma tiene cinco procesos en la Corte Suprema de Justicia, dos se

unificaron quedando en cabeza del magistrado Gustavo Malo, relacionado con la

desaparición de un dinero destinado a mejorar la infraestructura del Medio Baudó durante

su alcaldía y una presunta compra de oro y platino en Panamá, para hacerlos pasar como

producción de la región con el fin de cobrar regalías en beneficio de Los Rastrojos.

La Sala de Instrucción de la Corte Suprema de Justicia llevó a juicio a Nilton Córdoba

Manyoma por la presunta comisión de los delitos de cohecho por dar u ofrecer en

concurso homogéneo y sucesivo agravado.

 

EXPERIENCIA LABORAL:

 

 

PARTICIPACIÓN EN EL CASO:

 

PROCESO JUDICIAL:



 39

Bibliografía: 
Angarita, J. R. (19 de febrero de 2020). Cartel de la toga: Magistrados le habrían pedido 

$20.000 millones a Alejandro Lyons. RCN radio, págs. Versión digital: https://
www.rcnradio.com/judicial/cartel-de-la-toga-magistrados-le-habrian-
pedido-20000-millones-alejandro-lyons. 

Auto de Acusación (Cámara de representantes, comisión de investigación y acusación 
13 de mayo de 2019). Obtenido de https://www.eltiempo.com/uploads/files/
2019/05/14/Acusacion%20contra%20Leonidas%20Bustos.pdf 

Colprensa. (12 de febrero de 2020). Las nuevas revelaciones de Luis Gustavo Moreno 
en caso por el 'Cartel de la Toga'. El País Colombia, págs. Versión digital: https://
www.elpais.com.co/colombia/las-nuevas-revelaciones-de-luis-gustavo-moreno-
en-caso-por-el-cartel-de-la-toga.html. 

ElTiempo.com. (7 de junio de 2018). Cuatro claves para entender el caso del ‘cartel de 
la toga'. El Tiempo, págs. Versión digital: https://www.eltiempo.com/justicia/
delitos/que-fue-el-cartel-de-la-toga-y-quienes-son-los-investigados-227456.  

Tiempo, C. E. E. (2021, marzo 9). «Cartel de la Toga»: Juez condena a expresidente de 
la Corte Suprema. El Tiempo. https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/cartel-
de-la-toga-juez-condena-a-expresidente-de-la-corte-suprema-francisco-
ricaurte-572029 

Escobar Melo, J. D. (23 de mayo de 2020). Lo que contó Camilo Ruiz, exmagistrado 
auxiliar de la Corte, sobre el cartel de la toga. El Espectador, págs. Versión 
digital: https://www.elespectador.com/lo-que-conto-camilo-ruiz-exmagistrado-
de-la-corte-suprema-sobre-el-cartel-de-la-toga-articulo-920819/. 

Escrito de acusación contra expresidente de la Corte Suprema Francisco Ricaurte, 
110016000102201700352 (JUECES PENALES DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 12 de 
diciembre de 2017). 

Justicia El Tiempo. (27 de junio de 2017). US $1 millón, el soborno que pedía jefe de 
Unidad Anticorrupción. El Tiempo, págs. Versión digital: https://
www.eltiempo.com/justicia/investigacion/gustavo-moreno-jefe-de-unidad-
anticorrupcion-capturado-por-pedir-soborno-103384. 

Justicia El Tiempo. (20 de agosto de 2019). ¿Qué ha pasado con los demás involucrados 
en el 'cartel de la toga'? El Tiempo, págs. Versión digital: https://
www.eltiempo.com/justicia/cortes/como-van-las-investigaciones-y-procesos-
contra-involucrados-en-el-cartel-de-la-toga-402886. 

Justicia El Tiempo. (19 de febrero de 2020). Exfiscal de 'Cartel de la Toga' no irá preso y 
pagará $ 34 millones. El Tiempo, págs. Versión digital: https://
www.eltiempo.com/justicia/cortes/corte-condena-al-exfiscal-alfredo-bettin-a-
pagar-34-millones-por-cartel-de-la-toga-463944. 

Nación Semana. (2 de enero de 2020). ¿Se le fue la mano a la JEP? Semana, págs. 
Versión digital: https://www.semana.com/nacion/articulo/jep-tiene-
competencias-sobre-el-cartel-de-la-toga/650352. 

https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/cartel-de-la-toga-juez-condena-a-expresidente-de-la-corte-suprema-francisco-ricaurte-572029
https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/cartel-de-la-toga-juez-condena-a-expresidente-de-la-corte-suprema-francisco-ricaurte-572029
https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/cartel-de-la-toga-juez-condena-a-expresidente-de-la-corte-suprema-francisco-ricaurte-572029


National Director of Anti-Corruption in Colombia Charged with Conspiracy to 
Launder Money in Order to Promote Foreign Bribery (Department of 
Justice 27 de Junio de 2017). Obtenido de https://www.justice.gov/
usao-sdfl/pr/national-director-anti-corruption-colombia-charged-
conspiracy-launder-money-order-0 

Noticias Caracol. (29 de junio de 2017). Así fue la trampa que la DEA le 
tendió al exfiscal anticorrupción en Miami. Noticias Caracol, págs. 
Versión digital: https://noticias.caracoltv.com/colombia/asi-fue-la-
trampa-que-la-dea-le-tendio-al-exfiscal-anticorrupcion-en-miami. 

Pérez Becerra, R. (12 de marzo de 2020). Exmagistrado Camilo Tarquino le 
pidió $20 mil millones al exgobernador Alejandro Lyons. RCN Radio, 
págs. Versión digital: https://www.rcnradio.com/judicial/
exmagistrado - camilo -tarquino -le -pidio -20-mil-millones-al-
exgobernador-alejandro-lyons. 

RCN Radio. (30 de agosto de 2017). Así operaba el cartel de la toga. RCN 
Radio, págs. Versión digital: https://www.rcnradio.com/colombia/asi-
operaba-el-cartel-de-la-toga. 

Redacción Judicial El Espectador. (29 de agosto de 2017). Musa Besaile 
admite que pagó $2.000 millones a exmagistrados de la Corte 
Suprema. El Espectador, págs. Versión digi tal : ht tps://
www.elespectador.com/noticias/judicial/musa-besaile-admite-que-
pago-2000-millones-a-exmagistrados-de-la-corte-suprema/. 

Redacción Judicial El Espectador. (13 de agosto de 2020). Así funcionaba la 
organización detrás del cartel de la toga, según exfiscal Moreno. El 
Espectador, págs. Versión digital: https://www.elespectador.com/
noticias/judicial/exfiscal-gustavo-moreno-testifico-en-el-juicio-
contra-el-exmagistrado-francisco-ricaurte/. 

Redacción Judicial El Espectador. (28 de enero de 2020). Cartel de la toga: 
Álvaro Ashton reconoce pago de $800 millones para archivar proceso. 
El Espectador, págs. Versión digital: https://www.elespectador.com/
noticias/judicial/cartel-de-la-toga-alvaro-ashton-reconoce-pago-
de-800-millones-para-archivar-proceso-articulo-901952/. 

Rengifo Marín, C. (11 de octubre de 2017). El cártel de la Toga, la corrupción 
hasta en la Suprema Corte colombiana. América Latina en Movimiento, 
pág. Versión digital: https://www.alainet.org/es/articulo/188545. 

Solano, J. (4 de septiembre de 2017). El cartel de la toga. La Silla Vacía, págs. 
Versión digital: https://lasillavacia.com/silla-llena/red-caribe/historia/
el-cartel-de-la-toga-62404. 

SP605/2018, 51341 (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación penal. 21 de 
marzo de 2018). 

SP621-2018, 51482 (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal 7 de 
marzo de 2018).

 40


